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Presentación

			¿Dónde se encuentra el patrimonio? Lo suyo y lo común

			Las primeras preguntas de esta investigación nacieron varios años atrás, lejos de Xochimilco y de la colonia Roma Norte. Su primer atisbo surgió en el Pueblo de Santa Fe, donde trabajé por más de seis años articulando comunidades, patrimonios arquitectónicos y naturales, según lo ordena el catálogo del inah y declaratorias de la Secretaría del Medio Ambiente. La Ermita de Vasco de Quiroga, La Fábrica de Pólvora, los manantiales y la Barranca de Tacubaya. En este espacio intersticial entre la zona de corporativos y el periférico dimos forma a una plataforma vecinal que con los años se convirtió en un espacio de referencia y posibilidad para trazar un futuro en Santa Fe (Barraza, Ogarrio: 2015). Con la plataforma realizamos actividades de corte divulgativo patrimonial y proyectos audiovisuales. Los convocados eran sobre todo las familias originarias, niños de escuelas primarias y jóvenes buscando alternativas de ocupación. Un par de años después volví a Santa Fe, esta vez interesada en un fenómeno que estaba ocurriendo con relación al paso del Tren Interurbano México-Toluca. Los pobladores de Santa Fe, originarios, migrantes, comerciantes y nuevos avecindados, formaron un frente común en contra del paso del Tren por la avenida Vasco de Quiroga, columna vertebral que conecta el oriente con el poniente y enlaza el sistema de barrancas de Becerra y Tacubaya. A mi paso por la avenida fui encontrándome con mantas monumentales, letreros, anuncios pequeños y pintas en paredes. Los mensajes urbanos eran claros: ¡No al paso del Tren! ¡Santa Fe, Pueblo Originario! ¡Somos un pueblo patrimonio! ¡Defenderemos nuestro patrimonio! ¡Cambio de trazo! Fue en ese momento que se reveló para mí el verdadero valor y función del patrimonio urbano en la ciudad neoliberal.

			Para cualquier persona que se pierda por la ciudad y cruce esta avenida se preguntará dónde se encuentra el patrimonio en este sitio. Santa Fe ha perdido su fisonomía histórica. Parece más una colonia popular de la periferia urbana. Antes de este suceso los únicos enterados de su carácter patrimonial eran las familias originarias. Hoy en día comerciantes, nuevos vecinos, jóvenes y gran parte de la opinión pública cercana al conflicto, reconoce a Santa Fe como pueblo originario. La población de Santa Fe por primera vez enarboló una lucha en contra del despojo y arrasamiento de su territorio y lo hizo sin argumentar su posición marginal, sino su condición histórica. Apelaron a sus valores, no a sus carencias. De ahí se desató la organización social, la construcción de sus valores colectivos y la propia pedagogía sobre su espacio histórico, con esto se fortalecieron como movimiento y defendieron con mayor contundencia su posición en el tiempo y en el espacio. La movilización no fue miel sobre hojuelas, los conflictos entre habitantes, políticos y organizaciones civiles estuvieron a la orden del día. Esta diversidad de confrontación y negociación daba cuenta a su vez de la explosión de lo social en nuestra era.

			De ahí que mis primeras intuiciones me llevaran a preguntarme sobre los modos en que el patrimonio se vuelve recurso; cómo es que se convierte en un dispositivo eficaz de pertenencia, comunicación y distinción; qué tanto influye la materia de la que está hecha la organización social y la disputa por el territorio. El patrimonio, como pretexto de la movilización social, puede ser tomado como elemento de resiliencia urbana a partir de la cual una comunidad enfoca sus energías para defender lo propio.

			Desde mi punto de vista es claro que cuando se critica la expansión del universo patrimonial y su uso indiscriminado, es el último recurso que le queda a ese sector de la población urbana, pues apela a un valor incuestionable y de consenso social. En términos legales, el patrimonio urbano se encuentra aparentemente blindado, en comparación a otros espacios no calificados con esta figura. Considero genuina esta argumentación en las circunstancias sociales que aparece, como contención a la expansión y arrasamiento de la ciudad neoliberal. Mis preguntas se realizaron desde una mirada crítica al patrimonio, de ahí que fuera analizado más que un atributo que se posee, como una categoría analítica producida y transformada.

			El fenómeno de estudio me planteó ser estudiado desde sus distintas dimensiones: la materia urbana, la patrimonial, la social y en contextos de mayor cotidianidad y menor confrontación aparente. Organicé un posible instrumental teórico, metodológico e histórico que permitiera hacerle nuevas preguntas al patrimonio, a la ciudad y a la sociedad, no para estudiar las medidas de conservación, describir sus materialidades y eventualmente su difusión, sino saber de qué está hecho el patrimonio. Descubrí que el patrimonio desde la sociedad se ha fraguado con el tiempo, con la memoria, con el saber. Pero, así como el patrimonio reúne tiempo, historia, memoria y sentidos de pertenencia, también reúne malestar, coraje e indignación.

			En la era neoliberal se toman posiciones encontradas, prácticas que se contraponen y que operan así en la realidad cotidiana: la mercantilización del patrimonio, la apropiación social. Se amplían las categorías, su comprensión, su uso y aprovechamiento. En el futuro se perfilan posturas confrontadas, por lo que vale la pena entender las claves en las que cada sector lo hace, según su lugar en la sociedad. El Estado y el mercado desde un lugar, los sectores de la sociedad civil desde otro. Todos intentando dialogar a partir de las mismas categorías discursivas, sin embargo, sus significados son otros. Una torre de babel patrimonial construida de subjetividades nacionalistas, culturales, memoriales y científicas. Mismas palabras interpretadas desde distintas polisemias.

			Lo social local rechaza la privatización del mercado, pero también lo público del Estado. La desconfianza lleva a las comunidades a conformar lo común, y desde ahí hacerse cargo de lo suyo.

			Encontramos que el ascenso del patrimonio cultural en la era moderna fue aparejado de dispositivos científicos, económicos y políticos que contribuyeron a conformar un sistema más o menos independiente del contexto de su producción. El patrimonio, nombrado así desde posiciones de poder, adquirió relevancia por su potencial discursivo y significante. El espiral del patrimonio aumenta su fuerza y queda convertido en objeto autónomo ajeno a sujetos, lugares y prácticas.

			La maquinaria patrimonial se ha visto articulada a partir de la confluencia perversa del neoliberalismo (Dagnino, 2004). El neoliberalismo no es una forma distinta de capitalismo de tipo industrial, sino un dispositivo alternativo de gobernabilidad que respondía a la crisis de desvalorización de los ochenta (Lohoff y Trenkle, 204). El neoliberalismo promueve la constitución de ciudadanos autosuficientes, activos en su propia regulación y en la implementación de los objetos de valorización y gobierno, con la propia lógica fetichista de producción de patrimonio incorporada en sí mismos (Alonso, 2017: 283).

			No obstante, no sólo los objetos ingresan al universo fetichizado de la mercancía, los mismos ciudadanos despliegan relaciones y prácticas de valor desde la perspectiva mercantil: los objetos juegan el rol de mediadores en los intercambios sociales.

			¿Será posible en el futuro devolver el patrimonio a una órbita de sentido más social, humano y comunitario? No lo sabemos. Esta investigación no posee conclusiones definitivas, pero sí reflexiones que apuntan a proyectar futuros posibles. Retomo unos párrafos inspiradores de Raquel Gutiérrez, quien plantea como posible horizonte para una política de lo común centrada en dos aspectos: en una disputa que insista en la reapropiación social de la riqueza material, un programa des privatizador de todo aquello que ha sido ingresado al mercado —y que no debería estar ahí— el agua, los bienes públicos, la riqueza, el patrimonio y en segundo término, intentar volver ineficaz una forma liberal de poder estatal y en su lugar establecer una reapropiación colectiva que inhiba un poder de mando centralizado, un espacio de decisión que pueda ser reapropiado socialmente y donde sea posible dirimir los asuntos públicos.

			La materia patrimonial urbana como sustancia maleable, invocada como lucha, contención y reapropiación socio espacial se convierte en una figura política y poética que abre caminos y que alumbra, como diría Raquel Gutiérrez, aquello que puede haber y ser, lo que puede ser conseguido por los grupos y con esos propósitos que, de manera contradictoria, a veces confusa, a veces tensa, genera la sociedad en sus momentos más audaces, en los momentos de reapropiación de su capacidad de intervención pública. (Gutiérrez: 2017)







			
Introducción

			Las interrogantes que guían el presente libro se dirigen a comprender las transformaciones de la ciudad contemporánea y sus efectos colaterales y controversiales en la gestión del patrimonio cultural urbano. En este caso analizaremos lo que ocurre en la Ciudad de México.

			La evolución conceptual del patrimonio nacional, histórico y cultural ha permitido a lo largo del tiempo la incorporación cronológica y/o tipológica de objetos, zonas, y prácticas. Esto a su vez ha implicado al menos dos cuestiones: a) una necesaria evolución y extensión legal de catalogación, conservación urbana y territorial que permite abarcar las nuevas categorías y elementos de valor (y también) b) influir positivamente en las condiciones de apertura social para introducir a nuevos actores y agentes relacionados e interesados en los bienes. Sobre esta circunstancia de expansión categorial e incorporación social, cuestionamos el desempeño y los alcances reales de los nuevos —y viejos— instrumentos legales y las políticas públicas en materia patrimonial. La Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos emitida en 1972 es potente y está considerada como una legislación de avanzada para la época en que se realizó, no obstante, quedan vacíos y/o traslapes legales que colocan en posición de alta vulnerabilidad a ciertos bienes patrimoniales. Nos referimos específicamente a tres: los producidos a partir del siglo xx; el patrimonio natural y el patrimonio inmaterial o patrimonio intangible. La presente investigación explora estas tres tipologías.

			Sobre el patrimonio urbano en particular encontramos una variable que juega en contra de su protección: la relación que establece el Estado con el capital privado, sobre todo aquel asociado al desarrollo inmobiliario o a las grandes intervenciones urbanas. Los sujetos sociales situados cerca de los patrimonios urbanos en riesgo se muestran indignados al no ser escuchados ni representados en la toma de decisiones sobre la ciudad. Este escenario social y político provoca fricciones y resistencias contra toda medida proveniente del gobierno o de sectores expertos ajenos a los intereses particulares de las comunidades y los grupos ciudadanos.

			No obstante, encontramos que los sujetos no sólo se oponen sino también producen discursos y prácticas de patrimonialización, con lo que establecen límites a lo que consideran abusos del Estado y/o del mercado. Este fenómeno social permite ciudadanizar el patrimonio e instrumentar su protección no como elemento externo ni aislado, sino en clave local y articulado al problema urbano (González Bracco: 2013).

			En una revisión sucinta de la literatura relacionada con el patrimonio cultural urbano en la Ciudad de México, encontramos estudios que se enfocan en la normativa urbana y urbana patrimonial (Azuela y González Pozo: 2012; Díaz Berrio: 1986; Melé: 2006; Rosas Mantecón: 2005); en las tensiones existentes entre el patrimonio como industria turística y la sustentabilidad de los centros históricos (Delgadillo: 2009; unesco: 2006) o las problemáticas y gestiones recientes en zonas declaradas patrimonio de la humanidad (Planes de Manejo del Centro Histórico: 2011; Xochimilco, Tláhuac y Milpa Alta, unesco: 2006). Sin embargo, tal como lo menciona Rosas Mantecón: “Tenemos cierta información sobre la acción de organismos estatales y privados sobre el patrimonio, pero muy poco sabemos sobre el resto de los agentes” (Rosas Mantecón: 1996: p. 79). Esos agentes, a mi parecer, son organizaciones de vecinos, asociaciones no gubernamentales o entramados comunitarios (Gutiérrez: 2017)1 que se congregan para defender un bien. Sí bien es fundamental abrir y seguir profundizando en los estudios sobre política, economía y patrimonio, considero que existen pocos trabajos encargados de explicar la tensa relación entre la sociedad que se organiza y la gestión urbana y del patrimonio urbano en las últimas décadas, sobre todo a la luz del número creciente de movimientos patrimonialistas (Salazar Peralta: 2007)2 que cada día irrumpen con más fuerza en la ciudad. Esta relación que detectamos como tensa entre el Estado, y la sociedad civil había ocurrido en contextos históricos y políticos del Estado benefactor.

			A partir de los años noventa, en el contexto del estado neoliberal, la ciudad adquiere valores de tipo mercantil de escala global y simultáneamente se da un giro hacia las comunidades locales que transforman el discurso del patrimonio de la nación a acciones puntuales de patrimonialización de sus valores urbanos locales. Esta capacidad social de producir el discurso de lo común patrimonial y urbano3 ha dotado a los individuos organizados de capacidades de convocatoria, diálogo y negociación frente a las instancias de autoridad. En esta investigación tomamos como categorías analíticas, más que explicativas, los procesos de patrimonialización y la construcción de lo que es y produce lo común en una comunidad.

			La categoría de patrimonialización se refiere a aquel proceso a partir del cual una comunidad otorga valor a un elemento del pasado (Sánchez Carretero: 2013, Di Meo: 2008, Davallon: 2006, Roige y Frigolé: 2010) y lo hace desde su situación de acción (Mele: 2014). La categoría en cuestión permite explorar los regímenes de valor histórico de la ciudad a lo largo del tiempo, incluidas las políticas urbanas y la amplitud conceptual de la noción de patrimonio cultural, mismo que puede organizarse bajo el rígido esquema de lo material e inmaterial o bien, como aquellos bienes de valor cultural, natural, memorial, económico e identitario que proveen de significado a una comunidad, al tiempo que la misma confiere valores y significados a los bienes.

			La categoría de lo común corresponde a la estructura social organizativa de las sociedades en contextos urbanos y políticos particulares; sus capacidades de acción colectiva, apropiación y alcances de su gestión urbana. Claramente las categorías propuestas no se mueven en contextos exentos de conflicto, y menos si tomamos en cuenta que se despliegan en circunstancias de tensión, acción y transformación. La acción de patrimonializar y construir un bien común es productiva para comprender los mecanismos a partir de los cuales se estructuran discursos, diálogos, apropiaciones y ejecuciones. Por otra parte, debemos puntualizar que aquello que una comunidad construye como bien patrimonial, implica otro “algo” que no se valora de igual forma, o bien el acto de seleccionar y cuidar puede provocar disputas por el modo en que es calificado y defendido. Parte de este libro indaga sobre los modos y alcances de los cercamientos integradores o excluyentes en la elaboración del bien común urbano. Lo construido en común establece condiciones de menor desigualdad, compensación de ciertas necesidades y contención de abusos público-privados a través de mecanismos de consenso y cooperación colectiva.

			En este orden de ideas, los estudios de caso que hemos seleccionado —la colonia Roma Norte con arquitectura del siglo xx y la zona lacustre de Xochimilco categorizada como patrimonio natural por parte de la unesco— se vuelven relevantes al hacer explícitas las motivaciones, los procesos sociales y las aspiraciones que subyacen en el acto de defensa del patrimonio urbano. Se han elegido con toda intención estos dos lugares aparentemente contrastantes en cuanto a tipologías patrimoniales, ubicación dentro de la trama urbana y perfil de actores movilizados. Cada sitio postula un paradigma de ciudad distinto, el cual podremos entrever a partir del estudio de sus patrimonios.

			La Roma Norte se encuentra ubicada en la zona central y la zona lacustre de Xochimilco al sur y forma parte de la zona de conservación4 de la Ciudad de México. El análisis de cada caso permite conocer las estrategias políticas implementadas a nivel metropolitano en términos de ordenamiento territorial y planeación urbana.

			La colonia Roma Norte en la Ciudad de México se distingue por su patrimonio urbano arquitectónico de principios del siglo xx, la mayoría de los inmuebles en la zona han sido catalogados por el Instituto Nacional de Bellas Artes (inba)5, la colonia está integrada a su vez como Área de Conservación Patrimonial con el corredor Roma-Condesa. La zona central, donde se ubica la colonia Roma, ha crecido de modo vertical, lo que ha generado fuertes debates en relación con los procesos de desplazamiento de los antiguos residentes, encarecimiento de la vida y poco interés por parte del Estado para capturar las plusvalías que genera el alza de suelo en la ciudad central (Azuela: 2016).

			La zona lacustre de Xochimilco posee la declaratoria de Patrimonio de la Humanidad que otorga la unesco (1987), entre muchos nombramientos más. La zona presenta serios problemas en el polígono chinampero, en donde se observa una expansión irregular y empobrecida que ocupa las áreas de conservación y de producción agrícola, fundamentales para el equilibrio medio ambiental de la ciudad y de la economía de las comunidades campesinas.

			Para iniciar, planteamos ciertos postulados o principios que sostienen y dotan de un enfoque particular al presente estudio:

			
					El patrimonio cultural no se refiere a un acervo de bienes sino a que es producto de un proceso social. No solo es, se produce constantemente. El patrimonio es un elemento social a través del cual se articulan los sujetos y sus valores, se haya pleno de subjetividades y es capaz de expresar los modos de concebir el mundo y de relacionarse social y materialmente con él.

					Los actores construyen, a través de prácticas, relaciones de poder y mediaciones, al objeto patrimonial. En este proceso suelen ocurrir fracturas entre lo político y lo social. Cuando el valor queda fijado desde la institución puede perderse la base social que lo produce. Es decir que la tensión constante entre la adjudicación de valor y la producción de valor deriva en consecuencias concretas.

					No podemos hablar del patrimonio en la ciudad sin entender la relación que guarda con el capital económico. Por un lado, la ciudad neoliberal concentra intereses que impactan en el patrimonio, no solo como forma de mercantilizar sino como forma de desapropiar (Alonso: 2017) y a su vez el patrimonio se reorganiza, expande sus categorías y valores al quedar articulado a la economía neoliberal de la urbe, como materialidad o como aspiración.

					Asumir una postura crítica (Harrrison: 2013; Smith: 2006) sobre el estudio del patrimonio ha resultado positivo, pues permite: 1) Cuestionar la relación establecida entre el sujeto y el objeto patrimonial. 2) Incorporar una perspectiva histórica y antropológica a partir de la cual se expresan las estructuras de poder y control detrás del orden patrimonial actual. 3) Evidenciar el modo en que organismos e instituciones encargados de la preservación colocan en una posición de ventaja a políticos, profesionales y expertos sobre los sectores sociales y sus prácticas locales, lo que deriva en políticas de fricción.

					El desplazamiento del patrimonio cultural como problema urbano muestra que el concepto se ha modificado, así como su significado y función, el patrimonio en el contexto de la ciudad contemporánea adquiere una función combativa con relación al modo de desarrollo urbano (González Bracco: 2013). A partir de una mirada etnográfica es factible comprender los diversos motivos por los que los sectores sociales echan mano del patrimonio: a) como pretexto para externar una molestia y evitar cualquier cambio que afecte su modo y calidad de vida; b) como argumento para defender zonas, inmuebles y prácticas sociales de valor cultural; c) como último recurso para proteger modos de existencia, formas vitales en que las comunidades producen sentido y se reproducen material y socialmente de cara al futuro.

					Se ha buscado poner en relación y volver productivo el discurso del Estado-mercado y las capacidades de los grupos sociales para entender cómo éstos últimos son capaces de re nombrar y expandir la categoría de patrimonio al momento de decir y de actuar. ¿Cómo se produce lo patrimonial en común y cómo se rearticula con discursividades propias?

			

			El orden de la investigación se encuentra dividido en cinco capítulos. El primero corresponde a un planteamiento histórico y conceptual sobre el concepto de patrimonio y su articulación con la ciudad; el segundo a la acción colectiva y a la participación social; el tercero expone los presupuestos metodológicos que guían el trabajo de campo y el cuarto capítulo aborda el análisis de las experiencias y las voces de los habitantes de las zonas objeto de estudio: la colonia Roma Norte y la zona lacustre de Xochimilco. Se concluye haciendo una breve reflexión sobre los hallazgos del estudio y el reto que implicó la comparación de contextos territoriales tan singulares y opuestos.

			En el capítulo primero abordamos las circunstancias históricas de quiebre y transformación del Estado desarrollista al orden neoliberal, situación que se convierte en el gran escenario de fondo en que se suscitarán los cambios profundos que sobrevendrán en los años posteriores. En este capítulo se expone el contexto histórico del proceso de crecimiento y transformación de la Ciudad de México, nos referimos a las medidas institucionales que dieron concreción a la planeación urbana de los años setenta y las acciones de re funcionalización urbana en el contexto de la crisis fiscal en los años ochenta. Se describen brevemente los modos en que el Estado neoliberal se implantó en el país a través de ciertas medidas como los ajustes presupuestales a sectores clave del gobierno, los recortes salariales y el desempleo, la liberalización económica y la inversión directa del capital en el desarrollo urbano. Estos procesos económicos fueron impactando paulatinamente en las acciones de preservación urbana. En la segunda parte del mismo capítulo se describe la genealogía e historia del patrimonio cultural urbano. Se analiza la articulación entre temporalidad y espacialidad bajo la perspectiva de órdenes del tiempo que las sociedades van definiendo.

			Para comprender la construcción del fenómeno patrimonial en México durante el siglo xx, se organizó una cronología bajo tres distintas temporalidades: la primera de ellas inicia con el decreto de la Ley Federal de Monumentos Arqueológicos de 1897 y llega hasta 1970. A este largo periodo lo llamamos de institucionalización patrimonial. Después hay un segundo periodo que corre de 1970 a 1990, al cual nombramos de desmaterialización del monumento y su conversión al patrimonio cultural. El tercero lo encontramos en la década de los noventa y se prolonga hasta nuestros días. Se le ha llamado periodo de disonancia patrimonial debido a la densa red de valores e intereses que comienzan a rodear al patrimonio cultural en el contexto de la ciudad neoliberal. Con esta revisión histórica queremos dejar manifiesto que los movimientos patrimonialistas del nuevo milenio se insertan en marcos temporales amplios, pues si bien en un primer momento respondieron a la crisis prolongada del Estado nación benefactor y el establecimiento del Estado neoliberal, con los años, el patrimonio urbano se ha ciudadanizado como parte del mismo proceso neoliberal y han adquirido valor aquellos patrimonios situados en contextos de escala local.

			Es por ello que en el capítulo dos se invierte la perspectiva de análisis para estudiar a los sujetos en situación y en relación con las políticas públicas y no a las instituciones. Las preguntas centrales de nuestro tercer apartado se dirigen a comprender las modalidades y la historia de participación social en la ciudad de México. Para este fin nos adentramos a reconstruir la irrupción de los movimientos urbanos surgidos en la etapa de crisis en los setenta y ochenta del siglo xx, posterior a ello revisamos la participación social articulada a la instauración del primer gobierno democrático de la Ciudad en los años noventa. Ambos conceptos, movimientos sociales y participación social, forman parte de las acciones colectivas desplegadas como fuerzas opositoras al régimen o bien, como prácticas colaborativas con los gobiernos en turno. En términos de contenido, veremos que los años setenta se caracterizaron por agrupar demandas en torno a temas de vivienda, regularización de la propiedad y suministro de servicios básicos conforme fueron pasando los años (Nivon: 1998), los temas de identidad, derechos sociales, políticos y de calidad de vida ganaron espacio (Offe: 1984, Eyerman: 1998). En esta última fase de movilización ciudadana se inserta el tema del patrimonio cultural, como un elemento que cruza el arraigo territorial, la memoria social y la construcción del futuro. (Godinho: 2017).

			En el capítulo tres se establecen las herramientas conceptuales para el estudio del patrimonio y la construcción del común urbano.6 Al concepto de patrimonio lo reconoceremos como proceso de patrimonialización (Melé: 2014; Sánchez Carretero: 2012; Roige y Frigole: 2010) y a la participación social como construcción social de lo común en la ciudad (Gutiérrez: 2017, Harvey: 2012; Melé: 2014). Ambas categorías, revelan condición de proceso y de producción colectiva de valores. Para lograr el deslinde conceptual y plantear el aporte crítico propositivo nos apoyamos en el método del Análisis Crítico del Discurso (acd) (Fairclough: 1997) y la etnografía (Guber: 2015) como herramientas que permiten el análisis del lenguaje y la exploración de las prácticas socio espaciales en los distintos territorios. Con el instrumental teórico metodológico propuesto, exploramos en la segunda parte de la obra los casos de estudio, mismos que se convierten en testigos y, sobre todo en la posibilidad de ampliar el estudio y la comprensión de las comunidades y sus patrimonios.

			Es así como en el capítulo cuatro se exponen los análisis de los casos estudiados que como mencionamos se refieren a la zona lacustre de Xochimilco y la Colonia Roma Norte. espacios contrastantes en las tipologías patrimoniales y opuestas respecto a su ubicación urbana. A su vez son diversas en cuento a sectores organizados y modos de accionar en su espacio, no obstante, ambos sitios comparten condiciones de vulnerabilidad en términos de preservación patrimonial.

			La investigación parte del supuesto que las acciones colectivas de movilización, organización y gestión que individuos y comunidades realizan a favor de preservar diversos bienes culturales urbanos de escala local, transforman los discursos que los expertos despliegan sobre los patrimonios; amplían y resignifican los valores culturales urbanos y son capaces de actualizar las prácticas de preservación. A la vez ponen en evidencia los intereses y límites de los aparatos institucionales y los poderes fácticos responsables o implicados en el desarrollo urbano de la ciudad.

			Este planteamiento general queda suscrito en el análisis de nuestros dos casos de estudio. La mirada puesta en la incorporación de nuevos agentes sociales en las tareas de preservación urbana nos conduce a atender y conocer desde un ámbito cotidiano los modos en que grupos e individuos se agrupan, organizan y logran consensuar el repertorio de sus bienes patrimoniales, asignar valores y formular iniciativas de protección y cuidado. Este proceso nos lleva a establecer una diferenciación útil para estudiar los casos bajo dos dimensiones, que por ello no dejan de articularse entre sí de manera continua. La primera se refiere a la dimensión material de lo patrimonial: objetos, lugares, prácticas culturales que son patrimonializados bajo circunstancias particulares y que, en ocasiones adquieren validez formal en discursos académicos, textos, legislaciones, cartas internacionales y programas públicos. La otra dimensión explora el componente social vinculado estrechamente a las diferentes modalidades de organización de los sujetos y trata de las narrativas que se construyen en torno a lo común. Se involucran identidades grupales, establecimiento de estrategias y acuerdos, gestión con autoridades y alcances. Los sujetos y grupos van articulando una relación estrecha entre lo individual, lo colectivo y en vínculación con sus espacios y materialidades. La integralidad del patrimonio queda descrita en la interacción que los sujetos establecen con los objetos, situados en sus espacios y a partir de prácticas específicas.

			Los procesos de patrimonialización y producción de lo común son utilizados como categorías analíticas que funcionan como ejes para desarrollar el trabajo en campo, el cual se sirve de dos metodologías: el Análisis Crítico del Discurso (acd) y la etnografía. El acd permite explorar desde el discurso la tensión y productividad entre los valores y utilidades patrimoniales que los grupos de escala local exponen y defienden en contra posición o en relación del régimen patrimonial. Retomamos el modelo que la antropóloga Laurajane Smith propone con relación al discurso autorizado del patrimonio (ahd por sus siglas en inglés) en contraposición con los discursos subalternos. A través de las prácticas discursivas, grupos locales y actores sociales construyen sus propias narrativas, echan mano de otros saberes e instauran medidas de protección.

			Por su parte, la etnografía ofrece las herramientas necesarias para completar el estudio de los discursos con relación a las prácticas cotidianas que ocurren en los campos de estudio. La observación participante permite hacer visibles las condiciones y/o posiciones de los diferentes actores movilizados. La inmersión en campo se hace visible a través de las voces locales que narran de manera coloquial desde su lugar un universo de conocimientos, memorias y valores. Elementos poderosos capaces de concretizar actos de defensa y reproducción patrimonial.

			El Análisis Crítico del Discurso permite articular los perfiles de los actores y sus discursos. Estudia el contenido de los enunciados con relación a las diferentes condiciones personales, sociales-comunitarias y culturales de los sujetos. Observa, diferencia y contrapone los sectores sociales con quienes se trabaja. Por ejemplo, en este estudio se consideran actores muy disímbolos, como lo son los vecinos de la ciudad central, habitantes de la colonia Roma Norte y los habitantes de Xochimilco, chinamperos que trabajan en la zona lacustre. Su circunstancia espacial, ambiental, social y cultural los dota de cierta particularidad en cuanto a arraigos con el territorio, modos de comprender el patrimonio, estrategias de organización y preservación. Otra característica del método acd es la importancia atribuida a la posición en la estructura social que los individuos y grupos poseen y representan al momento de emitir discursos. Por esta razón incorporamos al trabajo en campo a las voces de sectores institucionales y/o científicos —considerados expertos o “de poder”—. Las posiciones diferenciadas se expresan en el tipo de relaciones que cada actor establece con los objetos, los sitios o las prácticas patrimonializadas, incluidas las propuestas de su preservación. Teun van Dijk, lingüista, fundador junto con Fairclough del acd, explica que existen sectores pertenecientes al micro nivel del orden social y grupos oficializados e instituciones que se ubican en el macro nivel. El Análisis Crítico del Discurso intenta comprender la relación cambiante y compleja entre ambos sectores, las influencias, intercambios e incidencias (Van Dijk: 1999: 25). El esquema analítico dividido en la patrimonialización, como la dimensión de las materialidades y lo común de lo social organizativo, intenta organizar, pero no escindir el fenómeno de estudio. Al contrario, consideramos que un indicador de la productividad de esta articulación se expresa en el modo en que los actores configuran lo común urbano. Una categoría que enlaza lo patrimonial y lo común presente en los espacios urbanos, que integra más de lo que fragmenta —a modo de catálogo—, los objetos, los lugares o las prácticas de valor. En este sentido, el espacio público con miras a convertirse en espacio común se introduce en la presente investigación como un indicador de la productividad —o no— de las categorías analíticas. Para concluir con esta introducción reiteramos que las preguntas de investigación sobre el patrimonio cultural urbano se construyen desde el presente, pero hacemos de la dimensión de cambio una variable relevante. Lo patrimonial en la ciudad al ser nombrado, se estatiza, oculta su procedencia histórica y el proceso por el que adquieren valores históricos, ambientales o arquitectónicos. A su vez, se cuestionan poco las implicaciones y los efectos sociales y urbanos de tales nombramientos, zonificaciones, políticas de conservación o prácticas de desatención. En este trabajo ha resultado más productivo pensar el patrimonio urbano como una sustancia maleable, la cual permanece en estado latente, transformable y en estrecha relación con la ciudad y su gente. Los espacios, sin dejar de ser patrimonio, pueden ganar o perder valor por efecto de procesos económicos y políticos, pero también sociales, científicos y de percepción. Es por ello que el enfoque social no puede ser parcialmente considerado, ya que impacta concretamente en el plano de la urbe y en su devenir.
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CAPÍTULO I

			Crisis económica y cambio de régimen en la década de los ochenta

			Dentro de la historia reciente de nuestro país la crisis de los años ochenta del siglo pasado se identifica como un momento de quiebre para el Estado. La debacle económica de 1982 produjo transformaciones profundas en los ámbitos de lo político y lo social con repercusiones prolongadas en el tiempo. Elegir este periodo de crisis7 como contexto histórico de la presente investigación, permitirá movernos entre dos épocas y poder contrastar los diferentes mecanismos de funcionamiento de las políticas de Estado en relación con la ciudad, los ciudadanos y al patrimonio cultural urbano. El deslizamiento del régimen posrevolucionario (1930-1980) al Estado neoliberal (1983) que subyace en esta transición, mostrará al menos dos paradigmas respecto a la idea de Estado-nación y su proyecto de modernización.

			Pese a tener su origen en el sector económico, los efectos de la crisis de estos años fueron profundos y variados, al grado de trastocar la percepción de la realidad nacional. A este fenómeno nacional le daremos concreción y visibilidad en el espacio urbano de la Ciudad de México a través del eje de las políticas urbanas, mismas que funcionarán como dispositivo analítico que nos permita comprender el contexto y las condiciones históricas del surgimiento del patrimonio cultural urbano en nuestro país.

			La conformación de la identidad nacional a inicios del siglo xx fue soportada en gran medida por el valor simbólico emanado de la cultura, el arte y los monumentos arqueológicos e históricos, considerados testigos de nuestra historia nacional y expresión de nuestra grandeza mexicana8 (Lombardo de Ruíz: 1997). Este régimen que operó desde los años posteriores a la revolución hasta los años ochenta, vio desplazar el valor del patrimonio nacional e histórico hacia uno de tipo cultural y económico. Este fenómeno sucede, según el sociólogo José Antonio Machuca, en sincronía con el proceso de desustancialización del Estado nacional (Machuca: 2005), esto es, con la desaparición paulatina de un sistema de organización hegemónica soportado en el orden simbólico patrimonial (Machuca. Op. Cit.).

			Los movimientos patrimonialistas de reciente factura en la Ciudad de México, serán observados desde un contexto teórico e histórico amplio e inserto en la crisis del Estado desarrollista y el establecimiento del Estado neoliberal, en donde el primero pierde legitimidad e interés por conservar el poder político desde el discurso de la cultura oficial, mientras que la sociedad civil toma su lugar a través de la apropiación y reorganización de nuevos discursos en defensa de bienes culturales de escala local.

			En el texto clásico de Benedict Anderson (1983) se propone un giro a la idea de nación al plantearla como un artefacto cultural creado en el siglo xviii sujeto a transformaciones y significados móviles a lo largo del tiempo (Anderson, 1983: 21). La nación como comunidad imaginada, según Anderson, se refiere a que aún los miembros de la nación más pequeña no conocerán jamás a la mayoría de sus compatriotas, no los verán ni oirán siquiera hablar de ellos, pero en la mente de cada uno vive la imagen de su comunión (Anderson, 1983: 23). Pero no por ser imaginada es irreal o inoperante. Los mitos o ficciones han tenido un papel fundamental en la construcción de identidades y naciones (García Canclini: 1997; Roger Bartra: 1999; Sheridan: 1999). Aunque también es cierto que en estos procesos de producción de historias, mitos y relatos nacionales ha habido mucho de imposición y exclusión de representatividad étnica y cultural (Bonfil Batalla: 1997). En México, este fenómeno fue evidente durante los años posteriores al movimiento armado de 1910, principalmente en su fase de institucionalización, cuando el Estado impone un marco referencial en donde la diversidad cultural queda en un plano de subordinación. (Sheridan: 1999).

			Por otra parte, el antropólogo y jurista Bolfy Cottom coincide en nombrar a la nación como un constructo complejo en torno al cual se debaten concepciones sobre su origen, existencia y funcionalidad. Explica que existen dos corrientes sobre su nacimiento: una es la llamada genealogista que plantea la existencia de naciones históricas o antiguas, la otra es la anti genealogista que sigue la línea de Anderson y suscribe a la nación como una invención moderna (Cottom, 2008: 30). A su vez, Luis Villoro, citado por Cottom afirma que la nación no es solo continuidad en el tiempo, sino también en el espacio y propone dos tipos: las históricas y las proyectadas. Las primeras abrevarían de una historia y una identidad previas a la construcción ideológica de la nación, las segundas, corresponderán al proyecto modernizador (Cottom: 2008: 32). En México, esta tensión conceptual se hace patente en la propia legislación federal de monumentos, la cual establece tipologías y cortes cronológicos diversos: monumentos arqueológicos, históricos y artísticos (Olive: 1995), todos ellos soportan y dan identidad a la nación misma que se muestra prefigurada desde el México prehispánico, pasando por el colonial hasta la edad moderna. El nacionalismo, siguiendo a Benedict Anderson, no es una ideología coherente sino más bien un amplio marco cultural dentro del cual se enuncian diversas afirmaciones contradictorias. (Lomnitz, 2016: 81).

			Con relación al Estado, diremos que una de sus definiciones clásicas fue generada por el sociólogo Max Weber, quien lo describió como una asociación obligatoria que organiza la dominación (Migdal, 2011: 30). Dicha organización despliega un orden y un procedimiento hacia un objetivo determinado, pero al igual que la nación, el Estado es un ente en constante formación que se mueve entre un concepto abstracto (sobre lo que es y deberá ser) y su desempeño cotidiano y concreto (Abrams: 2015). El Estado soporta su legitimidad —y poder— a partir de discursos, imágenes y acciones simbólicas —en este terreno, la nación cultural es su principal proveedora, para lo cual establece una relación de representatividad sustantiva—. El patrimonio es su gran aliado, ya que funciona como dispositivo que objetiviza la cultura y la convierte en nacional. (Machuca, 2005: 147).

			Las identidades culturales que conformaron los territorios de las naciones antiguas carecían de connotaciones políticas precisas. Una vez reunidas en torno a un proyecto de Estado fueron claramente diluidas o invisibilizadas para ser instrumentalizadas y servir al ejercicio del poder. (Pérez Vejo, 2003: 280). De ese modo, el discurso homogeneizador cerró filas en torno a un objetivo común y trascendente (por encima de los deseos individuales o de la diversidad de los grupos). Esta operación de proyecto nacional no se negoció abiertamente ni se crearon contextos conciliadores, sino que fue impuesta por un sector de élite el cual congregó a la burguesía naciente, a las capas medias y a las clases populares para perfilar y fijar las características del nacionalismo mexicano (Machuca, 2005:142). “Esta cultura política hegemónica se encuentra ceñida por el conjunto de redes imaginarias de poder, que definen las formas de subjetividad socialmente aceptadas y que suelen ser consideradas como la expresión más elaborada de la cultura nacional” (Bartra, 1999: 14).

			Una vez asentada la idea de la nación y del Estado como entidades producidas históricamente, la primera con referencia a la dimensión cultural, y la segunda a la política, es posible reflexionar sobre su creación y explorar los elementos —discursos, lugares, objetos, leyes— que fueron utilizados en la conformación de su legitimidad. Tomás Pérez Vejo dice “el Estado-nación no es universal ni en el tiempo ni en el espacio, no ha existido siempre y podría dejar de existir en el futuro… la nación sería la respuesta histórica concreta a los problemas de identidad y de legitimación del ejercicio del poder creados por el desarrollo de la modernidad”. (Pérez Vejo, 2003: 278). Este párrafo es sugerente para el presente trabajo pues supone la posibilidad de impulsar un ejercicio de desmontaje y revocación sobre lo que ha sido el Estado-nación y sus correlatos en términos de patrimonio, identidad y modernidad.

			Como ejemplo tenemos el nacionalismo de los años 20 y 30, y la función que tuvieron las artes y las letras para impulsar una cultura propia plena de orgullo y arraigo nacional. Elementos como la música tradicional, festejos rituales y danzas fueron también considerados como valores de nuestra identidad nacional. En los primeros mapas de la época se aprecian representaciones de monumentos históricos o naturales, grabados, litografías, cuadros de vistas y paisajes, todo un universo de imágenes mostrando el proceso de construcción de la nación (Pérez Vejo, 2003: 305). Desde una perspectiva política, el patrimonio es la herencia de la nación suscrita a un catálogo de bienes sujetos a ser conservados por el Estado (Olive: 1995). El patrimonio es riqueza acumulada, resguardada y heredada en el tiempo. El Estado se encarga de la custodia de todos los bienes culturales que se ubiquen en el territorio nacional e institucionaliza su función a través de la creación de inventarios, marcos legales y políticas de protección.

			Diremos también que la relación del Estado con los bienes culturales de la nación ha sido ambigua y selectiva de acuerdo a los distintos momentos históricos. En primer lugar, no todos los bienes y prácticas culturales en el país son considerados patrimonio desde el ámbito estatal (Florescano: 1997). En segundo, las diferentes circunstancias históricas nos revelan posiciones diferenciadas respecto a los proyectos de nación y al orden en que los bienes han sido sujetos de legislación y catalogación por parte del Estado. En tercer término, prevalece un entrelazamiento entre dos motivaciones que tensan la adjudicación de valor conferido a los patrimonios (Machuca, 2005: 154). Una proviene de una perspectiva ideológica que lo sitúa como fuente de identidad y eje aglutinador de sensibilidad nacional; otra deriva de una razón científica interesada en indagar y estudiar los objetos del pasado como testigos privilegiados que revelan la condición de culturas anteriores a la nuestra. El interés científico establece una relación distinta con el patrimonio que no es atravesado por una subjetividad nacionalista, o cuando menos no como única razón.9

			La década del cambio: crisis y legitimidad política

			La ruptura entre el Estado desarrollista y la implementación del Estado neoliberal ocurrió en 1982, cuando la crisis económica impactó en el ámbito de lo social afectando la percepción y legitimidad del Estado nación. Anterior a esta crisis, el presidente Luis Echeverría Álvarez (1970-1976) tuvo que hacer frente a la crisis de los años setenta generando nuevas fuentes de trabajo y diseñando estrategias de rescate para algunas empresas en bancarrota (Sánchez Ruiz, 1999: 219).

			Los síntomas de agotamiento del Estado desarrollista fueron percibidos en la inconformidad que algunos sectores de la iniciativa privada manifestaron debido al intervencionismo estatal reflejado en las medidas de sobre protección a la industria y al empleo. El malestar quedó reforzado cuando el Fondo Monetario Internacional (fmi) condicionó los préstamos al país a cambio de la reducción del Estado en ciertos sectores productivos y la incorporación del sector privado a la economía nacional10 (Sánchez Ruiz, 1999: 221). En medio de esta crisis económica11 López Portillo asumió la presidencia, Durante su sexenio se comprometió a moderar la intervención estatal tal como lo solicitaba el fmi, no obstante, al poco tiempo de llegar al poder se descubrieron yacimientos petroleros en los estados de Chiapas y Campeche, con lo que a partir de ese momento y hasta el final de su gestión, el petróleo se convirtió en el eje de la política sexenal. (Sánchez Ruiz: 1999).

			En menos de 3 años, el petróleo mexicano pasó de representar un poco más del 1% de las reservas probadas mundiales al 6.2%, con posibilidad de aumentar aún más. Todo ello en momentos en que el precio promedio del barril de petróleo llegaba a los 20 dólares, y en que los países industrializados de América, Europa y Asia se enfrentaban a una auténtica crisis de energía (Meyer: 1979).

			Durante los tres años que duró al boom petrolero, el Estado mexicano retomó su papel de interventor en prácticamente todos los ámbitos de la vida nacional, aunque en esta ocasión el gobierno moderó la relación que tenía con la iniciativa privada a fin de conciliar intereses y extraer conjuntamente los máximos beneficios de los hallazgos petroleros.12 (Brotz: 1991; Meyer; 1979; Sánchez Ruiz: 1999). López Portillo invirtió e incrementó la deuda pública creyendo que los precios del petróleo se mantendrían estables por mucho tiempo, sin embargo, esto no sucedió así, En 1981 el precio internacional cayó en un 10%, lo que afectó profundamente a la economía nacional. Por esos años las exportaciones del petróleo constituían cerca del 75% del total de los ingresos para el país. La caída de los precios representó cerca de dos mil millones de dólares menos del ingreso esperado y la deuda externa alcanzó a fines de ese año la cifra de 15 mil millones de dólares. Para sostener el peso con cierta estabilidad, México debió contraer más deuda externa de la que ya había adquirido entre 1975 y 1980 (Bortz; 1991: 53). La década perdida, como ha sido llamado este periodo (Garza: 2000), mantuvo circunstancias económicas que afectaron prácticamente a todas las clases sociales del país. El desempleo, la pobreza y el debilitamiento del peso frente al dólar fueron cada vez mayores. En su último informe de gobierno, López Portillo admitió que el país se encontraba virtualmente en bancarrota y que debía asumir la drástica medida de nacionalizar la banca13 (Bortz: 1991).

			El sistema político mexicano funciona a base de paradojas: el petróleo se ahoga con petróleo, la deuda se paga con deuda, la democracia se aplica con alquimia… no cabe duda de que lo más paradójico de las paradojas es la que se refiere a la peculiar forma en que el actual gobierno pretende mostrar su vocación popular y obrerista: aplicando una rígida política de austeridad, dictada por el fmi que sacrifica el nivel de vida de los trabajadores (Bartra: 1984).

			Con el cambio de estafeta presidencial, la situación económica no varió en demasía. Miguel de la Madrid Hurtado (1982-1988) asumió el poder en medio de una crisis mayor que la del sexenio anterior. En 1983 los salarios de la manufactura cayeron en un 23.2%, en 1984 cayeron otro 6.2%, y en el 86 se fueron hasta un 8.8% menos, de tal suerte que los programas de austeridad de López Portillo y Miguel de la Madrid condujeron a una disminución del 40% en los salarios industriales reales entre 1976 y 1987 (Bortz: p. 58; 1991). Como impactos inmediatos a la crisis del 82 tenemos el desplazamiento de millones de mexicanos a Estados Unidos en busca de trabajo y el ingreso masivo de desempleados al sector informal de la economía. Debemos decir que las condiciones que vivió México en los años ochenta no eran exclusivas del país. Varios autores han hablado del fenómeno global que implicó el derrumbe de un modelo económico industrial ubicado en un territorio específico a otro soportado en servicios y de alcance internacional (Pradilla: 1990, 1992; Garza 2000).

			No obstante, la lectura de esta crisis en clave local nos permite explorar el cambio de rumbo del Estado nacional, el cual presentó menos posibilidades para mantenerse como instancia proveedora, promotora de empleos o soporte de la iniciativa privada en momentos críticos. La transición del Estado de bienestar al Estado neoliberal minó a su vez el sistema de representación dominante y las narrativas que habían conformado a la nación durante la mayor parte del siglo xx (Lomnitz, 2016: 151). La incapacidad e ineficiencia del Estado fue leída como síntoma de corrupción política por parte de los gobernantes y de los “malos mexicanos” que traicionaban a la nación. El mismo López Portillo se refirió al colapso financiero como una crisis de nacionalismo. “Buena parte de los intelectuales de aquella época coincidieron en la idea de López Portillo de que la crisis era producto de una falta de patriotismo y de que la respuesta del presidente era una renovación justificada del programa revolucionario” (Lomnitz, 2016: 228-229).

			En México hay crisis económica y hay crisis de valores, cada una de ellas se nutre de la otra, cada cual es causa y efecto de la otra. La crisis económica ha llevado a la desesperación a muchos, y muchos sólo buscaban un pretexto para dejar de creer en México. La clase pudiente saca sus valores materiales en forma de dólares y se los lleva a distintas latitudes y longitudes, y no encuentra valores espirituales que sacar, la clase media vuelve la cabeza hacia la derecha y hacia el norte; y la clase más desprotegida gira la cabeza en todas direcciones, cambiando de sentido y no ve nada, lo que le provoca la tremenda tortícolis espiritual, también llamada, fatalismo (Jornaleros en la crisis, Antonio Ponce, 21 de sept. 1984 p. 21. La Jornada).

			La opinión pública de los años ochenta abonó en un debate posterior que cuestionaba la viabilidad de México como nación independiente y el modo en que los principios de la revolución mexicana quedaban olvidados para dar paso a una economía mundial bajo nuevos supuestos de modernización y progreso. Esta desazón provenía de la sociedad civil que percibía el colapso del sistema político mexicano y los cambios profundos en términos de identidad nacional. Con todo y el resquebrajamiento social y político, esta dinámica de cambio inaugurada en 1982 permitió a su vez emprender una discreta transición a la democracia. La ideología neoliberal requería —y requiere— de regímenes participativos como estrategia de ampliación y negociación social, a modo de evitar la confrontación que ya existía, para continuar con la imposición de medidas económicas agresivas bajo el menor costo político.

			Las transiciones democrática y neoliberal de México fueron inseparables, pero no constituyeron procesos idénticos. La implementación de las principales reformas neoliberales ocurrió entre 1983 y 1992 y dependió de la fuerza del viejo partido revolucionario. Al mismo tiempo, la escasez de recursos del Estado supuso que su principal moneda de cambio durante esa dolorosa reorganización de la economía fuera la oferta de una calibrada transición democrática, proceso que se completó hasta el año 2000, 18 años después del derrumbe del modelo anterior (Lomnitz, 2016: 238).

			De esta forma, a partir de los años ochenta fue abriéndose paso una discusión en torno a la ciudadanía desde una perspectiva neoliberal (Tamayo: 2010), El fin de una era hegemónica y corporativista daba paso a una ideología asentada en el individuo y en la defensa de la propiedad privada. El régimen del Estado desarrollista se transformó, pero no desapareció. Al cabo del tiempo encontramos al Estado modificado y articulado con otros sectores, principalmente el económico, con quien comparte poder, ahora desde nuevas trincheras.

			Hoy el Estado pasa por una indiscutible metamorfosis, sobre todo por la internacionalización de las economías y de la modificación de las estructuras productivas (…) antes de decir que el Estado se ha trivializado, que ya dejó de ser excepcional y que ya no es fuente de la autoridad suprema, es necesario intentar aprehender las modalidades precisas de intervención y de influencia económica que el Estado ejerce hoy en día (Hibou, 2013: 17).

			¿Cuáles fueron los nuevos discursos y prácticas del Estado con relación a la sociedad civil y la política? Un mes antes de dejar el poder, el gobierno de José López Portillo firmaba un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional (fmi) en donde el país se comprometía a continuar con las medidas de austeridad y contracción del gasto público. En ese sentido fue que se redujeron los salarios y los subsidios destinados a mercancías y servicios de consumo cotidiano como el transporte, la salud y la educación. A estas medidas de reajuste se incluyeron dos acuerdos internacionales. Uno fue el Acuerdo General del Comercio y Tarifas (gatt)14 firmado en tiempos de Miguel de la Madrid, con el cual se transitó hacia la apertura de la economía mexicana (Bortz, 1991: 56). El segundo es el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá firmado en 1994 con Salinas de Gortari (Garza: 2000). Pese a la percepción generalizada de introducirse a un juego desigual, México apostó por lanzarse al mundo global y participar bajo condiciones de desventaja económica.

			La reestructuración económica significo privatización y liberalización. Mediante la privatización el gobierno mexicano esperaba transferir firmas del ineficiente sector público al supuestamente eficiente sector privado (Bortz, 1991: 55-56). La idea de competitividad del sector económico permeó todos los ámbitos de la vida, incluso los modos de hacer política. Se reclutaron cuadros tecnócratas, jóvenes especializados en finanzas y administración pública. El Estado intentó emular las estrategias laborales del mundo empresarial, sustituyó la ideología del interés público y la justicia social al interés privado, la competitividad y las inversiones (Lomnitz, 1999: 111). Los nuevos políticos debían ser incorruptibles, para lo cual se les asignaron altísimos salarios, prestaciones y aguinaldos para evitar cualquier posible “tentación” (Lomnitz: 2016; Brotz: 1991). La élite tecnocrática en que se apoyó el presidencialismo desde tiempos de Miguel de la Madrid encontró en el pensamiento liberal el pretexto ideal para reducir la burocracia en época de crisis. Sergio Zermeño apunta que no sólo existió el interés por expulsar a amplios sectores de la baja burocracia, sino a todos aquellos liderazgos, remanentes del antiguo pri susceptibles de ser señalados como ineficientes, corporativistas, patrimonialistas y populistas15 (Zermeño, 1990: 219).

			La privatización también pasó por la anulación de los contratos colectivos de trabajo, la destrucción de los sindicatos y el despido masivo de los trabajadores. De ese modo fue imponiéndose en nuestro país el modelo neoliberal que según explica Emilio Pradilla, significó un retorno pleno a la economía de libre mercado, un reduccionismo al intervencionismo estatal mediante la privatización de sus empresas y la desregulación. La liberalización del comercio internacional, la reorganización de las relaciones de explotación de la fuerza de trabajo asalariada, para debilitar el movimiento obrero en beneficio del capital (Pradilla, 1990: 3).

			La historia de este contexto de transformación nacional nos permite estudiar el impacto de las políticas neoliberales en el ámbito urbano y en particular en la Ciudad de México. En los siguientes apartados haremos cuestionamientos sobre los proyectos promovidos para re funcionalizar la ciudad, sobre las diferentes legislaciones y políticas urbanas que intervinieron en el proceso de esta transformación y los impactos no previstos con relación a la expansión urbana, la degradación física y/o las exclusiones socio urbanas. En contrapunto, revisaremos el emergente interés de la preservación en las áreas antiguas de la ciudad.

			Para iniciar diremos que el término de re funcionalización urbana (Suárez Ruíz: 1999) fue utilizado por diferentes autores de la época para referirse a las acciones que el Estado llevaba a cabo para acondicionar partes de la ciudad, dotarlas de valor y atraer inversionistas privados. Autores como René Coulomb llaman a este fenómeno re valorización urbana (Coulomb: 1986) o re urbanización16 según Ángel Mercado (Mercado: 1988). Las intervenciones se acompañaron de argumentos que señalaban la degradación, el deterioro y la congestión urbana que sufría la ciudad y en especial, el espacio central17 de ese modo se justificaba el proceso de modernización y el recambio poblacional.

			En la Ciudad de México la debacle financiera de 1981 había afectado la dimensión económica pero también la dimensión social y política. Las estrategias que el Estado implementó para hacer frente a esta situación consistieron en dotar de infraestructura a distintas partes de la ciudad, hacerla más ágil en términos de movilidad, construir y/o reformar marcos jurídicos como El Plan Nacional de Desarrollo de 1983-198818 y el Programa General de Desarrollo Urbano del Distrito Federal de 1987, y a su vez, diseñar las primeras herramientas de democratización política.

			A inicios del periodo de José López Portillo, el área metropolitana de la Ciudad de México contaba con 12 millones de habitantes. Entre los problemas heredados de la administración anterior destacaban la insuficiencia en el abasto del agua potable, la falta de vivienda y de transporte público, un incremento visible en el deterioro ambiental y la calidad del aire, más la presencia de movimientos sociales urbanos que para esos años se extendían con renovadas energías. Antes de López Portillo el presidente Luis Echeverría había desarrollado estrategias para contener el malestar urbano impulsando la economía, los servicios, la vivienda, el suministro de agua y el transporte. Su intención era agradar a los diferentes sectores sociales e intentar atender las necesidades de todos, lo que, según Diane Davis, provocó la impartición de políticas ambiguas y contradictorias. En el rubro de la vivienda, Echeverría creó el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los trabajadores (infonavit) para fomentar la vivienda destinada a obreros con empleos formales; Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (fovissste), vivienda para burócratas de clases medias, y el Fondo de la Vivienda Militar (fovimi). También instauró la Dirección de Habitaciones Populares y en 1971 echó a andar una política para lograr la regularización de los predios. En términos ambientales, emitió diferentes leyes y reglamentos como la Ley para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental (1971), el Reglamento para la Prevención y Control de la Contaminación Atmosférica originada por la emisión de humos y polvos (1971) y el Reglamento para la Prevención y Control de Contaminación de Aguas (1973). Por otra parte, la inconformidad social, la atendió al crear las Juntas de Vecinos, figura que sustituiría al Consejo Consultivo.19

			Con José López Portillo las estrategias para enfrentar los problemas de la ciudad tomaron un cariz distinto y hasta cierto punto invertido. En la década de los ochenta, el Distrito Federal había desbordado por mucho sus límites geográficos20. Hacia el Estado de México se extendía a los municipios de Cuautitlán, Chicoloapan, Ixtapaluca, Tecámac. Hacia el oriente ocupaba Chalco y la Sierra de Santa Catarina y con dirección a la zona de Texcoco, la ciudad tocaba el Estado de Puebla e Hidalgo (Aguilar: 2000). La mancha urbana crecía arrasando bosques (como en las reservas ecológicas del Ajusco y en las barrancas del poniente), terrenos de propiedad social, ríos y manantiales aún existentes.21 La vocación industrial de los cuarenta había sido sustituida por una ciudad de servicios acorde con el régimen liberal.

			El Distrito Federal adquiría por esos años su personalidad de gran urbe con todo y su expansión caótica, desigual y excluyente. Mientras en el oriente se mantenía el crecimiento de las colonias populares, el poniente atraía recursos públicos y a residentes de altos ingresos e inversión privada.22 La segregación, los problemas de movilidad y la falta de servicios básicos, hacían de la ciudad un monstruo gigantesco, inviable, inmanejable y fiscalmente parasítico23 (Davis: 1993). En términos demográficos, seguía recibiendo migración de los diferentes estados de la república, pese a que el proceso de industrialización iba en declive, la ciudad mantenía su lugar como primera opción laboral, sobre todo en contraste con el campo que cada día se empobrecía más (Pradilla: 1993). Se estima que en la década de los ochenta la ciudad de México se había convertido en una megalópolis de 16.1 millones de habitantes (Garza: 2000) y una década más tarde alcanzaría una población absoluta de 22 millones de personas (Davis: 1999).

			Bajo estas condiciones nacionales y urbanas gobierna José López Portillo (1976-1982) y nombra regente de la ciudad a Carlos Hank González, ex gobernador del Estado de México de 1969 a 1975, promotor de la urbanización de Ciudad Nezahualcóyotl y Cuautitlán Izcalli. A su llegada como regente, Hank González continuó implementando los programas de regularización para asentamientos irregulares, pero sin duda una de las acciones por las que más se le recuerda fue la implementación de 34 ejes viales diseñados para agilizar la movilidad de toda el área urbana, —según sus propias palabras— los ejes viales se diseñaron con el propósito de resolver el problema de desplazamiento del tránsito motorizado,24 sin embargo, una emergente opinión pública se opuso enérgicamente a tal proyecto desde su inicio.

			Los ejes viales al tiempo que intentaban resolver los problemas de tránsito y movilidad buscaban generar procesos de revalorización del suelo urbano en las nuevas avenidas, beneficiando a promotores inmobiliarios, a sectores comerciales, a grupos financieros y a propietarios del suelo (Sánchez Ruíz: 1999). La dotación de tierras baratas a sectores populares serviría para ensanchar el mercado inmobiliario hasta los confines de la ciudad (Davis: 1999).

			Para aprovechar la solvencia económica que disfrutaba la administración de López Portillo en sus primeros tres años debido al descubrimiento de los yacimientos petroleros, en el D.F. se emprendieron proyectos de infraestructura mayor. Entre estos se encuentran la reubicación de la Central de Abastos de La Merced a Iztapalapa (1982), la prolongación de la línea tres del metro —de Hospital General a Tlatelolco hasta Indios Verdes—, la línea cuatro del metro de Martín Carrera a Santa Anita (Davis, 1999: 255) y se instalaron 37 km de vías del tren subterráneo (Ziccardi: 1991; Sánchez Ruiz: 1999). Todas estas acciones emprendidas tenían el objetivo de re funcionalizar la Ciudad de México.

			Peter Ward en su obra “México: una mega ciudad”, narra que en ninguno de los proyectos urbanos realizados por Hank González entre 1978 y 1982 —la construcción de los ejes viales, el desplazamiento de la nueva central de abastos a Iztapalapa o la ampliación de las líneas del metro—, se consideró la opinión de la gente (Ward, 1991: 186). Los únicos proyectos de orden urbano que promovían la participación “popular” eran las obras públicas menores relacionadas principalmente con los servicios en las colonias populares (Ward: Op. Cit.). Esta condición fue provocando el hartazgo de los habitantes de la ciudad respecto a los proyectos de re funcionalización excluyentes, la precariedad en las condiciones de vida y las decisiones autoritarias del gobierno:

			…el problema es el crecimiento de la ciudad y se deben crear polos de desarrollo para detener la migración. Aquí ya no hay suficientes lugares de esparcimiento, desaparecen los parques, que son de utilidad vital, “parece que se quiere convertir a toda la ciudad en un gran eje vial…la ciudad es sus habitantes, no sus coches”. Son preferibles los embotellamientos a quedarnos en un páramo (Proceso: 1978).

			Al poco tiempo de iniciar la crisis económica de los años ochenta, la inversión pública se detuvo por completo en la ciudad, se perdieron 50 000 empleos directos y la tasa de desocupación alcanzó 5.8% (Laborde, 2012: 512). El gobierno tuvo que absorber parte de la deuda externa, reducir subsidios e incrementar la recaudación (Laborde; Op. Cit.). El deterioro físico y económico impactó en las estructuras sociales de la ciudad e incrementó la fuerza de la oposición política. El sistema corporativista que históricamente había dado cauce a las inconformidades en los diferentes sectores laborales quedó debilitado y con nula capacidad de representar la creciente inconformidad social. Este periodo permitió a su vez consolidar la posición crítica de los habitantes de la Ciudad.

			Desde la llegada de José López Portillo a la presidencia, un tema fundamental fue justamente la implementación de mecanismos de contención a las estructuras de participación social. Los sectores populares urbanos a los que Echeverría había abierto la puerta a través de las Juntas de Vecinos 25 reclamaban su derecho a demandar mejores condiciones urbanas.

			Davis explica que los movimientos sociales prevalecientes hasta ese momento se habían mantenido acotados en sus barrios y colonias, esta condición permitía que los sectores corporativos como la Confederación Nacional de Organizaciones Populares (cnop) cooptara de manera más sencilla las inconformidades o demandas. Sin embargo, cuando los movimientos urbanos crecieron, eligieron aglutinarse por fuera de la Confederación y lo hicieron en la Coordinadora Nacional del Movimiento Urbano Popular (conamup). Este hecho tambaleó la capacidad de control por parte de la estructura de gobierno (Davis: 1999).

			La crisis económica y la crisis de legitimidad política en los años ochenta plantearon la necesidad de abrir canales para una democratización real y no ficticia en la ciudad. Los movimientos sociales organizados desde los años setenta sumaron a los sectores medios que rechazaban las medidas de ajuste estructural que vimos anteriormente y demandaban la apertura democrática. A estos movimientos sociales de 1982 se le sumaron los damnificados que dejó el sismo de 1985 (Laborde: 2016; Mercado: 1988; Moreno: 2013: Miranda: 2017).

			Re funcionalización urbana26: políticas y legislación

			En los años setenta el Estado implementó medidas de organización física y social a través de mecanismos de planeación urbana. El proyecto desarrollista de las tres décadas anteriores (40-70) había inducido cierto tipo de urbanización acorde con las necesidades infraestructurales y de incentivos fiscales para el asentamiento de industrias en la ciudad, pero una vez que la economía entró a un nuevo modelo orientado a los servicios, el espacio urbano debió reorganizarse e intentar equilibrar las desigualdades sociales agudizadas por la desindustrialización, la crisis y el desempleo de los años setenta (Sánchez Ruíz: 1999). En 1976 el Estado mexicano promulgó la Ley General de Asentamientos Humanos (lgah) y con este acto adquirió por primera vez el derecho constitucional a implementar medidas de ordenamiento y regulación urbana en todo el territorio nacional. En ese mismo año se promulga la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (ldudf).27

			Ambas legislaciones tuvieron como objetivo controlar el uso de suelo, reducir las formas de especulación inmobiliaria, impedir el crecimiento de asentamientos irregulares y en el caso de la Ciudad de México, contener el ensanchamiento de la ciudad. Con todo y los instrumentos legales en materia urbana creados en estos años, algunos autores sostienen que el interés por la planeación urbana no provenía de las autoridades sino de los sectores sociales y líderes de opinión que demandaban poner orden al crecimiento anárquico de la ciudad, sobre todo en lo referente al suelo y la tenencia de la propiedad.

			Las estructuras institucionales para ejercer los encargos en materia urbana eran precarias y de bajo presupuesto (Ward: 179; Hiernaux: 2000). En ese marco se instaura el Sistema Nacional de Planeación Democrática (1982) junto con éste, se crean instancias como el Consejo Nacional de Población (conapo), el Fideicomiso Fondo de Habitaciones Populares (fonhapo) y la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (sedue) que sustituyó a la sahop en 1982.28

			Las condiciones económicas que vivían el país y la Ciudad de México provocaron que se gestaran dos proyectos contrapuestos. Por un lado, encontramos a los sectores económicos emergentes que vieron la oportunidad de fomentar procesos de re funcionalización del espacio urbano a partir de la inyección del capital en el sector servicios o en el desarrollo del mercado inmobiliario; por otra parte, estaban los sectores sociales que habitaban la ciudad en condiciones de precariedad por escasez de vivienda, carencia de servicios básicos y mínimos canales de participación sobre asuntos de la ciudad (Hernández Esquivel: 2006). En este contexto, la institucionalización de la planeación urbana orquestada desde el Estado ocurre en un momento complejo y contradictorio en que se suponía que llegaría la intervención del capital privado y no la del sector público (Hiernaux: 2000).

			En 1978 se decreta el Plan Director para la Ciudad de México, el cual fue actualizado en 1980 y junto con este se elabora un Plan General y 16 planes parciales.29 En 1982 el Diario Oficial publica una nueva versión del conjunto de planes que integrarían el Plan Director. El Plan estableció por primera vez una diferencia en la naturaleza del territorio de la Ciudad de México y lo divide en área de desarrollo urbano y área de conservación ecológica. Al inicio se propuso una tercera zona que correspondía a un área llamada de amortiguamiento, la cual tenía una “función enlazadora y diferenciadora de la zona urbana y el área de conservación ecológica” (Azuela, 1997: 156).

			Más adelante en 1987 el Programa General de Desarrollo Urbano del D.F. considera que algunas zonas de la ciudad ameritan una intervención pública específica y concertada por razones de la creciente problemática urbana y ambiental (Hernández Esquivel: 2006). De esta perspectiva surgen las llamadas Zonas Especiales de Desarrollo Controlado (zedec), mismas que funcionaron como instrumentos de planeación para permitir el logro de objetivos específicos de acuerdo a las vocaciones de cada territorio y a la población de interés.

			Dicho modelo se aplicó a 43 zedec´s de la ciudad, particularmente a aquellas áreas de ingresos medios y altos, con la idea de fomentar la tranquilidad de los vecinos e inversionistas que veían con temor los cambios urbanos producto de la expansión del mercado inmobiliario30 (Hiernaux: 2000). Dos años antes de ser aplicado el programa de 1987 ocurrió el sismo de 1985 que sacudió a la ciudad y generó desplazamientos masivos de población hacia zonas de conservación y zonas de barranca, por lo cual unos de los propósitos urgentes fue controlar y ordenar el crecimiento de la mancha urbana. En 1987 quedó eliminada la zona de amortiguamiento entre el área urbana y el área de conservación y se estableció una línea de 156 km que atraviesa el territorio de las alcaldías Cuajimalpa, Álvaro Obregón, Tlalpan, Xochimilco, Tláhuac e Iztapalapa, para dividir la zona de conservación de la zona urbana (Laborde, 2012: 518).

			Durante su gestión, el presidente Miguel de la Madrid se dio a la tarea de organizar la administración pública, más que impulsar acciones de desarrollo urbano, incluso redujo algunos servicios y fue el primero de los gobernantes en hablar de la descentralización urbana. Según Davis, De la Madrid supo articular por primera vez la idea de descentralización con la política de democratización y de desarrollo económico (Davis, 1999: 372).

			De la Madrid propuso una reforma democrática de fondo para la ciudad, lo que implicaba el establecimiento de un órgano legislativo de representación social y la elección popular del regente capitalino. Ramón Aguirre, como regente en turno, no aprobó esta medida por considerarla riesgosa en términos de control y gobernabilidad. Otros más en desacuerdo fueron los sectores económicos que querían conservar sus inversiones en la ciudad, entre ellos los transportistas, los desarrolladores urbanos y toda una red de intereses asociados al ámbito económico y político.

			Sin embargo, Miguel de la Madrid sabía la necesidad de atender a las clases medias inconformes ante la carencia de derechos de participación democrática y a las clases populares que ejercían presión y oposición al régimen priista desde posiciones cada vez más radicales. En este contexto, las cúpulas del partido dieron cauce a una reforma democrática contenida que consistía en crear un órgano de representación no legislativo y conservar la designación del regente (Davis, 1999: 390).

			La decisión final para abrir la ciudad a un proceso democrático ocurre luego del sismo de 1985, cuando los movimientos urbanos populares aumentaron su fuerza política y sus cuestionamientos sobre la eficacia y capacidad del gobierno capitalino frente al desastre, se vuelven incontenibles. En 1987 se crea finalmente la Asamblea de Representantes del Distrito Federal (ardf), un cuerpo no legislativo elegido por voto directo y sólo con poder consultivo. La ardf vino a sustituir las Juntas de Vecinos de Echeverría (Davis, 1999: 413). La elección del regente se mantuvo en manos del presidente de la República hasta 1997 (Marván: 2012: 520), año en que se eligió por primera vez al Jefe de Gobierno de la Ciudad, al ingeniero Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano.

			Sobre el proceso de re funcionalización urbana en la zona centro de la Ciudad de México diremos que posee un cariz particular por aquellos argumentos que lograron entrelazar temas sobre el valor y/o degradación de la vivienda, las vialidades y los monumentos históricos. Este último apartado del capítulo nos permitirá introducirnos por primera vez al tema de los monumentos históricos y su relación con el desarrollo urbano.

			En la década de los ochenta ocurre la transición de un modelo desarrollista soportado principalmente en discursos del Estado patrimonial, hacia uno de orden neoliberal en que el patrimonio, sus valores y funciones se expanden y transforman. La incorporación del patrimonio hacia un nuevo contexto político y urbano no se halla al margen de conflictos y contradicciones en cuanto a preservar, arrasar y/o modernizar la ciudad.

			En la zona central, como en el resto de la Ciudad de México, el proceso de valorización se instrumentó principalmente a través de la implementación de nuevas vialidades que descongestionaban las calles, modernizaban los espacios y revitalizaban la vivienda degradada. Dichas intervenciones fueron realizadas de manera selectiva dependiendo de la zona, del grado de deterioro y las potencialidades de rentabilidad de las diferentes áreas.

			El reto se concentró en resolver la contradicción entre el valor del suelo, su uso y los sectores sociales que en esos años ocupaban el territorio. La crisis iniciada en la década de los setenta y agudizada en los años ochenta había acelerado el deterioro en el centro, sobre todo en aquella zona llamada Herradura de Tugurios por el Instituto Nacional de la Vivienda (inv) en 1958.31

			La contradicción entre valores del suelo y los usos destinados buscó ser resuelta a través de instrumentar proyectos desde el Estado que dotaran de una imagen renovada al centro de la ciudad para atraer así a nuevos sectores sociales32 Coulomb apunta que por esos años se consideraba que la renovación urbana debía pasar necesariamente por la revalorización de suelo, lo cual permitiría una mejor captación de impuestos para reinvertir en el área (Coulomb, 1987:45).

			Sobre el problema de congestionamiento motorizado se consideró que los ejes viales serían la opción que volvería más accesible la zona e impactaría en usos de suelo más rentables. Por esos años también se inician las obras del metro, se desarrollan obras de drenaje y se concluyen los proyectos de circuitos internos y de anillos periféricos. Sin embargo, esta revaloración urbana sucedió a fuerza de desplazar a muchos residentes tradicionales del centro. Como ejemplo se tiene que, con la apertura de los ejes viales, más de 1727 predios fueron demolidos y 5000 familias afectadas y reacomodadas en viviendas populares en Iztacalco e Iztapalapa.33 Esto nos da una idea sobre el tipo de valorización que se propuso y su finalidad real en términos de activar e invertir en aquellos sitios y actividades redituables por encima de la población que habitaba la zona, su nivel de arraigo o las prácticas sociales de los lugares.

			Situar la década de los ochenta como un parteaguas histórico nos permite identificar el proceso por el que fueron pasando las políticas urbanas y sociales del Estado desarrollista al Estado neoliberal, donde se encuentran nuestros casos de estudio. En el siguiente apartado iniciaremos un recorrido histórico con relación al origen del concepto de monumento y patrimonio urbano en Europa, abordaremos el caso mexicano a partir de revisar casos puntuales que nos permitan entender la conformación de un campo urbano específico: la conservación del patrimonio urbano y su relación con el desarrollo urbano.

			
CAPÍTULO II

			Régimen patrimonial urbano: construcción, ampliación y disputa

			El planteamiento de este apartado se centra en analizar el hecho del patrimonio urbano bajo una perspectiva teórica e histórica, con el propósito de indagar y contextualizar las condiciones en que las ciudades, lugares o territorios adquieren o pierden valores históricos y culturales. Aquello que hoy entendemos como patrimonio, no siempre ha sido considerado de esta manera. Seguir la trayectoria histórica de su producción nos invita a revisar la conformación de la categoría de patrimonio cultural urbano en el tiempo y enlazarla con el surgimiento de la idea de monumento, monumento histórico y ciudad histórica (Mele:2006). Para ello tomaremos los planteamientos que el historiador del arte austriaco Alois Riegl plantea en su obra “El culto moderno a los monumentos” (1903) y de la urbanista francesa François Choay particularmente en su libro “Alegoría del Patrimonio” (2007).

			Alois Riegl establece una clasificación y diferenciación de los monumentos y los monumentos históricos como elementos de rememoración que incorporan valores históricos, artísticos y de antigüedad. Por su parte, Choay menciona que a esta fase de conceptualización le precede otra de institucionalización en la que se definen criterios de clasificación, protección y restauración de los bienes. Países como Inglaterra, Francia e Italia fueron pioneros en desarrollar dichos planteamientos, mismos que fueron retomados en México a partir de la década de los sesenta. Si bien es cierto que nuestro país fue pionero en legislación de monumentos arqueológicos desde inicios del siglo xx, la internacionalización de este campo a partir de esta década intensificó e impactó en los procedimientos e instrumentos de protección a través de los acuerdos que México estableció con los organismos internacionales.34

			Esta introducción nos permitirá desarrollar el caso mexicano. Para tal fin haremos una revisión sobre legislación patrimonial y tomaremos como referentes algunos sucesos que en el siglo xx nos muestran los dilemas que los arqueólogos, arquitectos, historiadores, urbanistas e intelectuales enfrentaron una y otra vez respecto a la idea de conservar ciertas zonas de la ciudad en contraposición a desarrollar y expandir la urbe. La revisión de algunos casos nos permitirá comprender el contexto de surgimiento de los valores históricos, estéticos y memoriales en la ciudad de México y el modo en que evolucionaron hasta su institucionalización en los años setenta y ochenta a partir de la categoría de patrimonio cultural urbano y su aplicación en la ciudad contemporánea.

			Un par de componentes que subyacen en este apartado son los conceptos de tiempo y ciudad. Historiadores como François Hartog (2003) y Michel de Certeau (1994), entre otros, han reflexionado sobre el modo en que las sociedades construyen desde el presente su tiempo histórico35 a la par y en tensión con los procesos de crecimiento urbano. “Las cosas viejas se hacen notables. Lo fantástico se encierra ahí, en lo cotidiano de la ciudad. Se trata de un aparecido que atormenta desde ahora al urbanismo” (De Certau,1994: 136). De esta manera nos iremos encontrando la diversidad de estrategias que desde el presente los grupos humanos despliegan para asignar funciones y valores a monumentos, lugares o prácticas que provienen del pasado.36 Estas ideas se encuentran en la base de la categoría llamada patrimonialización,37 término que desarrollaremos con precisión más adelante, el cual será de gran utilidad para analizar nuestros casos de estudio.

			El monumento histórico surge como resultado de los impactos que la industrialización impuso en las diferentes sociedades occidentales. Este proceso que en Europa ocurrió en el siglo xix sucedió de manera diferenciada en las distintas partes del mundo —siempre bajo la idea de incursionar en una era de progreso y modernidad— (Lourés Seoane: 2001). La brecha que significó este cambio de época dio como resultado el surgimiento del concepto de monumento histórico (Choay: 2007; Huyssen: 2002; Ballart: 2002). El monumento histórico primero y el patrimonio cultural después llevan en sí la marca de una crisis en el tiempo que produce una sensación de pérdida. Este fenómeno del siglo xix lo veremos repetirse en otro contexto de crisis, esta vez en el siglo xx durante la llamada crisis del petróleo en los años setenta y ochenta. Con relación al patrimonio, las categorías y las temporalidades de protección se expandieron a partir de esta época. Así también se modificó el sentido de la conservación, la cual queda internacionalizada a partir de la Convención sobre la Protección de Patrimonio Mundial, Cultural y Natural adoptada en 1972 por la unesco (Choay: 2007) y por Cartas y documentos posteriores que han guiado las prácticas de conservación material e inmaterial a escala universal.

			Para hablar de las nociones de “monumento” y “monumento histórico” retomamos la obra de Alois Riegl, historiador del arte austriaco que desarrolla un sistema de valores adjudicados a los monumentos con la intención de establecer modalidades de conservación —dependiendo de las características que se le asignen—. Por monumento, nos dice Riegl, en el sentido más antiguo y primigenio del término, se entiende una obra realizada por la mano humana y creada con el fin de mantener vivas las hazañas de los héroes y destinos en las conciencias de las generaciones venideras (Riegl, 1987: 23). Choay hace eco de esta idea y explica que la palabra monumento proviene del latín monumentum que es aquello que evoca a la memoria: “La naturaleza afectiva de su vocación es esencial: no se trata de constatar cosa alguna ni, tampoco, entregar una información neutra, sino suscitar, con la emoción, una memoria viva (Choay, 2007: 12).

			En los monumentos históricos, en cambio, los valores adjudicados y las intenciones de su conservación serán otras. El desplazamiento del monumento intencional vivo, que se construye a posteriori, lo nombramos monumento histórico. El monumento intencionado se encuentra pleno de vida para la sociedad que lo creó, dice Riegl, si en el futuro, los descendientes de ese grupo humano lo olvidan, el monumento será degradado, incluso destruido. Sin embargo, estas hazañas y victorias que simboliza el monumento intencionado fueron hábilmente re utilizadas por los Estados nación modernos para reforzar sentimientos patrióticos. Todo monumento intencional puede también ser no intencional. El primero puede entenderse como antecedente del monumento nacional, el cual queda fijo en la historia patria como un dispositivo de rememoración de héroes y acontecimientos.38 Anteriormente vimos el modo en que las narrativas soportadas en el patrimonio enaltecieron los valores patrios, el monumento no intencionado adquiere de este modo su carta de permanencia en el tiempo articulado al proceso de conformación del Estado nación.39

			Pero ¿a qué nos referimos con monumento histórico? Básicamente a aquel que reúne saber histórico o que simboliza un periodo de tiempo pasado. El monumento histórico es un testigo material superviviente. La comprensión de estos valores se articula también a un momento de profundización de los saberes históricos, científicos y artísticos que en el siglo xix se expandieron en Europa.

			Con el advenimiento de la era industrial, el objeto y el monumento comienzan a adquirir importancia por las transformaciones profundas que vive la sociedad, traducidas en un cambio de conciencia que hace surgir —y valer— al monumento histórico. Los objetos del pasado son considerados insustituibles por haber sido edificados en un momento con métodos y materiales particulares y también por su valor propedéutico, es decir, por aportar enseñanzas en el presente y sobre todo para construir el futuro. El monumento histórico tiene valor porque nos habla desde el pasado, ahí queda fijo, aunque permanezca en el presente, no pertenece a él. Se le reconoce porque pone en evidencia la distancia entre un antes y un después, su carácter y significado no corresponde a su destino originario, sino que somos nosotros, sujetos modernos, quienes se lo atribuimos (Riegl: 1987).

			Por otra parte, este mismo autor habla del valor artístico el cual también se considera histórico ya que expresa las diferentes técnicas y los gustos estéticos de otra era. Sin embargo, al valor artístico en sí se considera relativo ya que los gustos se transforman con cada época, lo que en su momento fue valioso, puede en otro momento no serlo. Por último, otro valor al que Riegl dedica atención es el de antigüedad y lo describe como aquel que posee toda obra debida a la mano humana, sin atender a su significado original ni al objetivo al que estaba destinada, con tal que denote exteriormente y de un modo manifiesto que ha existido y “vivido” durante bastante tiempo antes del presente (Riegl, 1987: 32).

			El valor de antigüedad será el más importante en el siglo xx por ser un valor que cualquier sociedad puede reconocer sin necesidad de poseer un saber especializado. Este valor surge por contraste a las cosas del mundo presente: una casa antigua, una ciudad medieval, un oficio milenario. Es un valor democrático y universal. Así como el siglo xix vio nacer el valor histórico en los monumentos, el siglo xx lo hizo con el valor de antigüedad. Las tres categorías de valor que describe Riegl son vigentes en la actualidad y han servido para conceptualizar las diferentes corrientes de restauración patrimonial a lo largo del siglo xix y xx.40

			El valor del monumento histórico y artístico ampliado al valor del conjunto urbano fue introducido por los ingleses John Ruskin y William Morris, ambos personajes consideraban que debía reconocerse la importancia de la arquitectura menor y no sólo aquella que se encuentra en los grandes monumentos. (Choay, 2007: 125).41 “John Ruskin mira a la ciudad como un entramado que puede quedar constituido como monumento, tanto por su estructura topográfica como por su aspecto paisajístico, el carácter de sus vías y el conjunto de sus edificios mayores y menores” (Choay, 2007:126.). Lo mismo que ocurrió con el monumento histórico, la ciudad histórica adquiere valor en la era de la ciudad industrial y su ensanchamiento. Para aumentar la escala urbana se necesitaba eliminar obstáculos que se interpusieran en la conformación de las nuevas avenidas y bulevares, llámese trazas antiguas, paisajes o conjuntos urbanos de escala barrial.42 A la sombra de este proceso en que se conforma la ciudad moderna43 surge el interés por la ciudad antigua que al paso de los años y de procedimientos científicos y técnicos, se le llamará ciudad histórica.

			El modo de conceptualizar la ciudad histórica perfiló el tipo de protección al que debía someterse y a sus posibles usos. Por una parte, tenemos el valor memorial de la ciudad, aquel que no se encuentra en los grandes monumentos, sino en su tejido urbano y en sus prácticas, un valor de tipo inmaterial que reúne la suma de todas sus partes. Una visión claramente ruskiniana, quien también consideraba que la ciudad, pese a no haber sido construida para ser objeto de memoria —al modo del monumento intencionado—, terminará siéndolo, “cualquier aldea pequeña, cualquier asentamiento antiguo posee el doble y maravilloso poder de arraigar a sus habitantes en el espacio y en el tiempo” (Choay, 2007:165).

			La ciudad memorial se inscribe en el presente y forma parte de su cotidianidad, no pierde historicidad, sino que sigue siendo. Este punto es radicalmente opuesto a la ciudad histórica la cual se percibe como obsoleta en el presente de la sociedad industrial. La ciudad histórica encierra su valía por invitar a la comprensión y la reflexión de los tiempos pasados. Incluso sirve —más que para conservarla— para pensar en la ciudad del futuro.44 La ciudad tradicional quedaba así deificada por ser la fuente de la que manaban los modelos formales y espaciales (García Vázquez, 2004: 8). En los años veinte del siglo xx, el Congreso Internacional de Arquitectura Moderna rechaza la noción de ciudad histórica y propone conservar sólo algunos monumentos como hitos históricos sin considerar el paisaje urbano.

			La ciudad histórica mantiene una diferencia con la ciudad memorial en relación con los modos de conservación, mientras que la ciudad memorial no detiene su devenir, la ciudad histórica busca mantenerse intacta para evitar la alteración y degradación por ciertos usos no acordes con su sentido original. A esta versión también la nombran ciudad museal, aquella despojada de su función actual, sale del circuito de la vida para volverse histórica, a fuerza de perder historicidad.

			Por último, citaremos la combinación de la ciudad histórica y la ciudad moderna, la cual llega de la mano de Gustavo Giovannoni, quien acuña el término de patrimonio urbano a inicios del siglo xx a partir de conferir a un espacio antiguo, valor artístico, histórico, memorial y para la vida presente. Su labor la desarrolla como arquitecto restaurador, historiador del arte, ingeniero y urbanista. François Choay hace una semblanza del personaje alabando la capacidad de sintetizar lo que hasta ese momento prevalecía de manera escindida entre los arquitectos europeos: un afán museal de preservación histórica al interior de las ciudades antiguas frente a las corrientes de racionalidad y funcionamiento de la vida urbana.

			Giovannoni reconoce el avance en los medios de transporte, pero también habla de la importancia de trabajar el conjunto histórico, no como espacio aislado sino inmerso en un territorio integrado a la vida moderna. El hombre se mueve, pero también reposa, dice Giovannoni. “Los circuitos de comunicación generalizada no ofrecen refugio para el reposo. Los seres humanos necesitan sin embargo detenerse, encontrarse, habitar”.45 Los tejidos urbanos antiguos son importantes no sólo por su valor de uso, pues igual que los monumentos, el arquitecto italiano valora la dimensión histórica y estética de la ciudad y añade la función pedagógica que proclamaba Camilo Sitte.

			Este patrimonio urbano, soporte fragmentario y fragmentado de una dialéctica de la historia y de la historicidad es abordado según los enfoques complejos de Riegl y de Boito, para quien cada objeto patrimonial es un campo de fuerzas opuestas entre las cuales hay que crear un estado de equilibrio, cada vez singular (Choay, 2007:180)

			A partir de los años sesenta y setenta, el reconocimiento del paso del tiempo en edificios, calles, plazas y trazas se fue gestando en paralelo al desencanto que produjo la corriente funcionalista en el desarrollo de las ciudades. François Tomas (1998) señala que en esta época emergieron dos corrientes de impugnación al funcionalismo urbano, una de ellas liderada por intelectuales en contra de la modernidad dogmática, impersonal y en contra de la destrucción de la ciudad tradicional. La otra proveniente de la sociología urbana francesa encabezada por Henri Lefevbre, en contra de proyectos de modernización y desalojo de poblaciones de bajos recursos, habitantes de zonas centrales. La escuela de sociología urbana de tradición marxista difunde por esa época la idea de la crisis urbana y el derecho a la ciudad. (François Tomas, 1998:40).

			En esta misma década de los setenta, la narrativa propagada por la escuela de sociología urbana francesa con relación a la crisis urbana global coincide con la mencionada crisis mundial del petróleo de 1974. Este suceso puede considerarse el desencadenante de la visión negativa hacia la idea de progreso y modernidad urbana. A la vez, los grupos ecologistas irrumpieron en el escenario mundial para dar cuenta de los excesos de los modos de vida modernos, los cuales impactaban en la pérdida de recursos no renovables, en el arrasamiento del campo y el consumo depredador y contaminante. Marshall Berman lo describe de esta manera:

			El horizonte de la expansión y el crecimiento se contrajo bruscamente: después de décadas de rebosar de energía lo bastante barata y abundante como para crear y recrear el mundo incesantemente una y otra vez, las sociedades modernas tendrían que aprender rápidamente cómo utilizar sus energías decrecientes para proteger los recursos cada vez menores de que disponían e impedir que todo su mundo se extinguiera (Berman; 1988: 347).

			Posterior a la conceptualización del valor de los monumentos y el patrimonio urbano viene su institucionalización a partir de la cual se incorpora un status jurídico y un tratamiento técnico. La legislación varía de país en país y muestra la relación que cada nación establece con su pasado, sus monumentos y sus ciudades. En Francia, la Ley Malraux de 1962 nace con el propósito de salvaguardar áreas de valor histórico. Esta figura intentaba dinamizar sectores urbanos heredados por su historia y su cultura. En un primer momento, la Ley Malraux surge como contención a la corriente funcionalista en Europa. En Inglaterra por su parte, el espíritu de Ruskin permanece y aboga por la no alteración de los monumentos ni de las ciudades. No tenemos derecho a alterarlos, pertenecen en parte a quienes lo construyeron y a todas las generaciones de la humanidad que nos han de seguir. La protección, en su caso, sólo deberá hacerse por piedad (Ruskin: 2009).

			¿De qué manera una sociedad mira su pasado? ¿Cómo establece un orden del tiempo? François Hartog explica que los momentos de crisis permiten hacer legibles estos procesos de historicidad. En los momentos coyunturales de cada nación, se abre una brecha en el tiempo que hace evidente la ruptura y el cambio, del mismo modo como sucedió con el surgimiento y la expansión del campo patrimonial durante los siglos xix y xx.46

			Efectivamente, conforme pasa el tiempo, los criterios de valor se han visto enriquecidos por diferentes causas, Las diversas crisis urbanas, la crisis financiera de 1982 y los sismos de 1985 en México fueron paradigmáticos en este sentido, así como la ampliación de los saberes expertos en los campos de la historia, la arqueología, la antropología o el urbanismo. Por último, a raíz de la incorporación activa de la sociedad civil en la ciudad neoliberal, que exige participar y sentirse representada en la adjudicación de valores culturales, memoriales e históricos en la ciudad.

			Los órdenes del tiempo47 que llevan implícita una crisis de tiempo, saturación de progreso y pérdida, muestra los modos en que es experimentado por cada grupo humano, su nivel de conciencia y reflexividad que lo lleva a organizar y narrativizar su pasado con fines determinados. El patrimonio —en este caso— no se ha alimentado de continuidad, sino de pausas y cuestionamientos del orden del tiempo, con los juegos de la ausencia y presencia, de lo visible e invisible (Hartog: 2007: 222).

			El pasado, aparentemente estable, emerge en las sociedades contemporáneas como problema y contradicción. Los elementos del pasado como testigos de la historia confrontan de distintos modos a las sociedades modernas. Las supervivencias, nos dice el historiador del arte Didi-Huberman, nos describen otros tiempos, pero también nos desorientan, la historia abre las memorias pasadas y complejiza nuestro presente (Didi-Huberman: 2009). De ahí la dificultad de la preservación urbana: una tarea que implica una integración espacio-temporal, una necesaria rearticulación contemporánea con un sentido histórico, simbólico y social que sitúe el pasado urbano en una posición de vigencia, pertinencia contextual y evocación memorial, histórica y estética, tal como lo planteaba Giovannoni desde inicios del siglo xx.

			En este tenor, a lo largo del siguiente apartado revisaremos las diferentes acepciones, significaciones y usos que ha tenido el patrimonio en México, iremos explorando el concepto de monumento y la función que tiene el patrimonio urbano hoy en día, el cual funciona cual sustancia maleable que se modifica con el transcurrir del tiempo bajo contextos de crisis en que se producen nuevos valores, significados y tratamientos de preservación. Es por ello que nos cuestionamos sí el patrimonio podría funcionar como una categoría analítica que nos permita indagar —a través de ella— los intereses, las prioridades y percepciones que una sociedad tienen sobre el tiempo, la ciudad y sobre sí misma.

			¿Cómo se ha construido el valor patrimonial urbano en la ciudad de México? Anteriormente mencionamos que el tiempo produce valores memoriales, históricos o artísticos. Cada sociedad ordena su tiempo no forzosamente de un modo lineal sino a partir de sucesos que dan sentido y dotan de valor a objetos, edificios, lugares y prácticas. Con el transcurrir de los años, los criterios de valor y sus significaciones se expanden conformando y afianzando un orden del discurso que irá definiendo lo que es y significa el patrimonio.48 Este orden del discurso asociado al patrimonio cultural ha sido llamado por algunos autores como régimen de patrimonio u orden patrimonial, refiriéndose a un complejo de reglas y normas que regulan la relación entre el Estado y la sociedad. Este régimen patrimonial suele producir medidas de protección articuladas a una red de instituciones diversas y organismos internacionales las cuales favorecen ciertas narrativas que se suman y producen prácticas que alimentan y mantienen un status quo patrimonial (Bendix, et al: 2012). Pero para que esto suceda es necesario tiempo y acciones que alimenten, delineen y refuercen los discursos.

			Es así como nos encontramos con un proceso que abreva de diferentes circunstancias sociales, culturales y políticas. Esta exposición está organizada en tres momentos cronológicos: el primero de ellos inicia a fines del siglo xix con la Ley Federal de Monumentos Arqueológicos y llega a 1970. Se refiere a la fase de implementación legal en materia de monumentos. Este extenso periodo se caracteriza por dotar de clasificaciones, atributos y propiedades definitivas a los monumentos en nuestro país, gran parte de su contenido se produce bajo el influjo de los discursos nacionalistas de la época y los primeros avances en disciplinas como la arquitectura, la historia del arte, la arqueología y la restauración (Rosas Mantecón: 1996).

			Un segundo momento lo encontramos entre 1970 y 1990. Lo describimos como la desmaterialización del monumento y su conversión al patrimonio cultural. En estos años se incorporan nuevas dimensiones de valor, sobre todo desde una perspectiva antropológica e histórica y se comienzan a hacer visibles actores sociales que no habían participado de la producción de valor de los monumentos, surgen en ese tenor las primeras apreciaciones de tipo simbólico y suceden las primeras fracturas del discurso sobre el régimen patrimonial. Los años ochenta, considerados como un parteaguas histórico, nos permite comprender la nueva relación entre el patrimonio y la sociedad civil.49 Derivado de este proceso, la idea de acervo patrimonial de la nación queda obsoleta y da paso a la construcción social del patrimonio cultural. “(el patrimonio) no es un hecho dado, una entidad existente en sí misma, sino una construcción histórica, producto de un proceso en el que participaron los intereses de las distintas clases que conforman a la nación” (Florescano: 1997:17).50

			El tercer momento arranca de lleno en la década de los noventa y se prolonga hasta nuestros días, aunque con variantes de intensidad. Esta fase se identifica como de expansión y disputa por el patrimonio cultural urbano. La condición de disonancia del patrimonio, según explican Ashworth y Tunbridge (1996) se debe a la densa red de valores e intereses en que está inserto. El patrimonio cultural en el contexto de la ciudad neoliberal, que es lo que subyace en este periodo, adquiere un cariz contradictorio, caracterizado por poseer un discurso patrimonialista totalmente fracturado entre sectores, valores y usos.

			A lo largo de la revisión de este apartado veremos que la construcción de valor patrimonial en la ciudad ha surgido a contracorriente de las políticas urbanas implementadas en la ciudad. Muchas de estas acciones se han realizado bajo argumentos de tipo funcionalista que promueven el descongestionamiento vial, la re funcionalización urbana para incrementar los valores del suelo y la modernidad a partir de “sanear” la ciudad (Tomas: 1998; Coulomb: 1987; Pradilla: 1993). A la par de estas medidas encontramos las primeras movilizaciones sociales a favor de la conservación. Si en una primera fase los sectores con mayor voz provenían del mundo intelectual —que reforzaban de algún modo el régimen patrimonial—, a partir de la desmaterialización de los monumentos y con el giro social en los años ochenta, nuevos actores se irán sumando bajo el contexto neoliberal. A su vez se irá decantando una nueva conciencia social relacionada con lo que algunos autores llaman derechos difusos, esto es: derechos sociales, derecho a la salud, derechos colectivos, derecho a la ciudad, etcétera.51

			Clasificaciones, atributos y propiedades de los monumentos (1897-1970)
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